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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

 

RESOLUCIÓN N° 001288-2022-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 

 
Expediente : 00920-2022-JUS/TTAIP 
Recurrente : WILLIAM DAVID VALENCIA CAHUANA 
Entidad : MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE ICA 
Sumilla :  Declara fundado el recurso de apelación 
 
Miraflores, 17 de mayo de 2022 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 00920-2022-JUS/TTAIP de fecha 20 de abril de 
2022, interpuesto por WILLIAM DAVID VALENCIA CAHUANA contra la denegatoria 
por silencio administrativo negativo de sus solicitudes de acceso a la información 
pública presentadas ante la MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE ICA con fechas 12 de 
octubre y 12 de noviembre de 2021. 
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES  

 
Con fecha 12 de octubre de 2021, mediante la Carta N° 03-2021 WDVC el 
recurrente solicitó a la entidad lo siguiente: “INFORME N° 0521-2020-SGAVO-
GPMAS-MPI, ACTA DE CONSTATACIÓN DEL RELLENO, CONTRATO DE 
SERVICIO GROUP SEGURITY SAC, CONTROL DE ASISTENCIAS DEL 
PERSONAL DESDE EL 1 DE ABRIL DEL 2020 HASTA 30 DE DICIEMBRE DEL 
2020, mediante Informe N° 188-2021-ACP-SGRRHH-GA-MPI, de fecha 18 de julio 
el área de control de personal de la Sub Gerencia de Recursos Humanos, hace de 
conocimiento que ante la emergencia sanitaria, procedió a desactivar los relojes 
BIOMÉTRICOS de control de personal, por ende el control de asistencia pasa a 
cada área correspondiente donde prestan el servicio” (sic) y mediante la Carta N° 
04-2021 WDVC el recurrente solicitó lo siguiente “Reglamento Interno de Asistencia 
y Puntualidad, informe N° 188-2021-ACP-SGRRHH-GA-MPI, control de asistencia 
desde 1 de marzo del 2020 hasta el 30 de diciembre del 2020” (sic). 
 
Con fecha 12 de noviembre de 2021, mediante la Carta N° 08-2021 WDVC el 
recurrente solicitó a la entidad lo siguiente: “información, del cuaderno de 
asistencia. De la caseta de control de asistencia del campo ferial suscitado el día 
11/11/2021 a HORAS 6:30 am” (sic). 
 
Con fecha 20 de abril de 2022, el recurrente interpuso el recurso de apelación 
materia de análisis al considerar denegada su solicitud en aplicación del silencio 
administrativo negativo. 
 
Mediante la RESOLUCIÓN N° 001031-2022-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA de fecha 
22 de abril de 2022, notificada a la entidad en fecha 10 de mayo de 2022, esta 
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instancia le requirió el expediente administrativo correspondiente y la formulación 
de sus descargos, requerimientos que no han sido atendidos a la fecha de emisión 
de la presente resolución. 
 

II. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú1  establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que 
suponga el pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la 
intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de 
seguridad nacional. 
 
En este marco, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se 
presume pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación 
de entregar la información que demanden las personas en aplicación del principio 
de publicidad. 
 
A su vez, el artículo 10 de la Ley de Transparencia, establece que las entidades de 
la Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si 
se refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control; asimismo, 
para los efectos de la referida ley, se considera como información pública cualquier 
tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a 
una decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones 
oficiales. 
 

Además, cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 del mismo cuerpo 
normativo, establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe 
ser fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del 
artículo 18 de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 
15, 16 y 17 del mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el 
derecho al acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de 
manera restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental, 
precisando que no pueden establecerse excepciones a dicho derecho por una 
norma de menor jerarquía a la ley. 
 
Finalmente, el artículo 5 del Reglamento de la Ley de Transparencia, aprobado por 
el Decreto Supremo N° 072-2003-PCM3, señala que cuando se denegara el acceso 
a la información requerida por considerar que no tiene carácter público, las 
entidades de la Administración Pública deberán hacerlo obligatoriamente en base a 
razones de hecho y a las excepciones respectivas contempladas en la Ley de 
Transparencia. 
 
2.1 Materia en discusión 
 

La controversia consiste en determinar si la información solicitada es pública; y, 
en consecuencia, debe ser entregada al recurrente. 
 

 
1  En adelante, Constitución. 
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
3  En adelante, Reglamento de la Ley de Transparencia. 
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2.2 Evaluación de la materia en discusión 
  
De conformidad con el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que recoge el 
principio de publicidad, toda la información que posea el Estado se presume 
pública y, por ende, la entidad está obligada a entregarla, salvo que esta se 
encuentre comprendida en las excepciones mencionadas en dicha norma. 
 
En dicho contexto, en el Fundamento 27 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 00005-2013-PI/TC, el Tribunal Constitucional sostuvo que el 
derecho al acceso a la información pública es un derecho fundamental 
reconocido expresamente por la Constitución, que faculta a cualquier persona 
a solicitar y acceder a la información en poder de la Administración Pública, 
salvo las limitaciones expresamente indicadas en la ley. 
 
En la misma línea, el Tribunal Constitucional señaló en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, que “De acuerdo 
con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación de los 
poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con cobertura 
constitucional, la excepción, de ahí que las excepciones al derecho de acceso 
a la información pública deben ser interpretadas de manera restrictiva y 
encontrarse debidamente fundamentadas”.  
 
Teniendo en cuenta ello, el Tribunal Constitucional precisó que le corresponde 
a las entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información 
que haya sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último 
párrafo del Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-
2003-HD/TC: 
 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe 
un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública 
solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir 
efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera que, si el 
Estado no justifica la existencia del apremiante interés público para negar el 
acceso a la información, la presunción que recae sobre la norma o acto debe 
efectivizarse y, en esa medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero 
también significa que la carga de la prueba acerca de la necesidad de 
mantener en reserva el acceso a la información ha de estar, exclusivamente, 
en manos del Estado” (subrayado agregado). 
 
Además, resulta pertinente traer a colación lo dispuesto en el artículo 26 de la 
Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, al señalar que: “La 
administración municipal adopta una estructura gerencial sustentándose en 
principios de programación, dirección, ejecución, supervisión, control 
concurrente y posterior. Se rige por los principios de legalidad, economía, 
transparencia, simplicidad, eficacia, eficiencia, participación y seguridad 
ciudadana, y por los contenidos en la Ley Nº 27444 (…)” (subrayado 
agregado), estableciendo de ese modo que uno de los principios rectores de la 
gestión municipal es el principio de transparencia. 
 
Asimismo, el tercer párrafo del artículo 118 del mismo cuerpo normativo 
establece que: “El vecino tiene derecho a ser informado respecto a la gestión 
municipal y a solicitar la información que considere necesaria, sin expresión de 
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causa; dicha información debe ser proporcionada, bajo responsabilidad, de 
conformidad con la ley en la materia” (subrayado agregado). 
 
Siendo ello así, la transparencia y la publicidad son principios que rigen la 
gestión de los gobiernos locales, de modo que la documentación que la entidad 
posea, administre o haya generado como consecuencia del ejercicio de sus 
facultades, atribuciones o el cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su 
origen, utilización o el medio en el que se contenga o almacene, constituye 
información de naturaleza pública. 
 
En ese sentido, de los pronunciamientos efectuados por el Tribunal 
Constitucional antes citados, se infiere que toda información que posean las 
entidades de la Administración Pública es de acceso público; y, en caso dicha 
información corresponda a un supuesto de excepción previsto en los artículos 
15 a 17 de la Ley de Transparencia, o en algún otro supuesto legal, constituye 
deber de las entidades acreditar dicha condición, debido a que poseen la carga 
de la prueba. 
 
De autos se aprecia que el recurrente solicitó a la entidad un informe, un 
contrato, un reglamento, un acta, el control de asistencia e información de un 
cuaderno de asistencia, y la entidad no brindó respuesta en el plazo legal. Ante 
ello, el recurrente presentó el recurso de apelación y la entidad no brindó sus 
descargos a esta instancia. 
 
Siendo ello así, se observa que la entidad no brindó respuesta al recurrente ni 
presentó sus descargos a esta instancia negando poseer la información 
requerida, ni invocando alguna causal de excepción a la Ley de Transparencia, 
pese a que tiene la carga de acreditar dichas circunstancias. En consecuencia, 
al no haberse desvirtuado la presunción de publicidad que pesa sobre toda 
información en poder del Estado, la referida información mantiene su carácter 
público. 
 
En dicha línea, este Colegiado debe resaltar que conforme al artículo 39 de la 
Constitución “Todos los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio 
de la Nación”; es decir, a diferencia de lo que ocurre con un trabajador que 
labora para un empleador particular, el servidor público realiza su trabajo en 
beneficio de la Nación, esto es, al servicio de un interés que no es particular, 
sino público. 
  
En dicho contexto, es que la legislación sobre el servicio civil en nuestro país 
ha establecido que toda la regulación sobre este sector está orientada a 
fortalecer un Servicio Civil que redunde en la mejora de la calidad de los 
servicios que el Estado brinda a los ciudadanos. Así, lo ha plasmado el artículo 
II del Título Preliminar de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil4, el cual 
prescribe que: “La finalidad de la presente Ley es que las entidades públicas 
del Estado alcancen mayores niveles de eficacia y eficiencia, y presten 
efectivamente servicios de calidad a través de un mejor Servicio Civil, así como 
promover el desarrollo de las personas que lo integran” (subrayado agregado). 
En la misma línea, como primer principio que orienta la regulación del Servicio 
Civil, la referida ley ha recogido en el literal a) del artículo III de su Título 
Preliminar el Principio del Interés General, conforme al cual “El régimen del 
Servicio Civil se fundamenta en la necesidad de recursos humanos para una 
adecuada prestación de servicios públicos” (subrayado agregado). 

 
4  En adelante, Ley del Servicio Civil.  
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El mismo reconocimiento ha sido efectuado por el artículo 3 de la Ley N° 
27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública5, cuando establece que: 
“Los fines de la función pública son el Servicio a la Nación, de conformidad con 
lo dispuesto en la Constitución Política, y la obtención de mayores niveles de 
eficiencia del aparato estatal, de manera que se logre una mejor atención a la 
ciudadanía, priorizando y optimizando el uso de los recursos públicos” 
(subrayado agregado).  
 
Es decir, dicha legislación reconoce la relación estrecha que existe entre el 
perfeccionamiento del régimen de acceso, capacitación, evaluación, derechos 
que se otorgan y el cumplimiento de las obligaciones a cargo del servidor 
público, y la mejora que todo ello puede producir en la calidad de los servicios 
brindados por los entes estatales. 
 
Bajo ese contexto, antes que un régimen de confidencialidad sobre los 
procesos regulados por la Ley del Servicio Civil, esta norma ha establecido en 
el literal g) del artículo III de su Título Preliminar al Principio de Transparencia 
como uno de sus principios rectores, en virtud al cual: “La información relativa a 
la gestión del régimen del Servicio Civil es confiable, accesible y oportuna”. 
 
En la misma línea, el numeral 2 del artículo 7 del Código de Ética de la Función 
Pública recoge como un deber de todo servidor público la Transparencia, 
conforme a la cual el servidor “Debe ejecutar los actos del servicio de manera 
transparente, ello implica que dichos actos tienen en principio carácter público y 
son accesibles al conocimiento de toda persona natural o jurídica. El servidor 
público debe de brindar y facilitar información fidedigna, completa y oportuna” 
(subrayado agregado). 
 
En ese marco es que la Ley de Transparencia no ha introducido ninguna causal 
de excepción relativa a la información sobre los aspectos laborales de los 
servidores públicos, haciendo explícita más bien la obligación de publicitar 
activamente determinada información sobre dichos aspectos. Así, el numeral 2 
de su artículo 5 ha establecido que las entidades estatales deben difundir a 
través de internet: “La información presupuestal que incluya datos sobre los 
presupuestos ejecutados, proyectos de inversión, partidas salariales y los 
beneficios de los altos funcionarios y el personal en general, así como sus 
remuneraciones y el porcentaje de personas con discapacidad del total de 
personal que labora en la entidad, con precisión de su situación laboral, cargos 
y nivel remunerativo” (subrayado agregado). 
 
En idéntico sentido, el numeral 3 del artículo 25 de la misma norma ha previsto 
que las entidades estatales deben publicar trimestralmente: “Información de su 
personal especificando: personal activo y, de ser el caso, pasivo, número de 
funcionarios, directivos, profesionales, técnicos, auxiliares, sean éstos 
nombrados o contratados por un período mayor a tres (3) meses en el plazo de 
un año, sin importar el régimen laboral al que se encuentren sujetos, o la 
denominación del presupuesto o cargo que desempeñen; rango salarial por 
categoría y el total del gasto de remuneraciones, bonificaciones, y cualquier 
otro concepto de índole remunerativo, sea pensionable o no” (subrayado 
agregado).  
 
Lo mismo ha sido recogido por el artículo 8 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, que en su literal m) ha establecido la obligación de que las 

 
5  En adelante, Código de Ética de la Función Pública.  
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entidades estatales publiquen en su Portal de Transparencia: “La información 
detallada sobre todos los montos percibidos por las personas al servicio del 
Estado, identificando a las mismas, independientemente de la denominación 
que reciban aquellos o el régimen jurídico que los regule”.  
 
Pero no solo la remuneración constituye una información de la vida laboral de 
los servidores públicos que tiene carácter público. En la medida que impacta en 
la erogación de recursos públicos, el Tribunal Constitucional ha establecido que 
también constituye información pública la información sobre sueldos, horas 
extras, pasajes, viáticos y otros conceptos otorgados a trabajadores de 
entidades estatales, en el Fundamento 36 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 03994-2012-PHD/TC en el que precisó lo siguiente:  
 
“36. Los pedidos 1, 2, 11, 13, 25, 27, 35 Y 52, referidos a información sobre 
erogaciones como pasajes, viáticos y consumos debe entregarse siempre que 
se encuentren referidos a gastos que haya realizado la empresa. En cuanto a 
los sueldos, horas extras, y demás erogaciones, las copias de los documentos 
requeridos podrán entregarse siempre que no contengan información vinculada 
a la esfera privada de los trabajadores, en función de lo previsto en el artículo 
17 del TUO de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública”. 
 
En dicha línea, en los Fundamentos del 6 al 9 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 04872-2016-PHD/TC, el Tribunal Constitucional estableció que 
la ficha personal de un servidor público también constituye información pública, 
aun cuando no se relaciona con erogaciones de recursos públicos, sino en 
razón a que permite evaluar la idoneidad y capacidad de la persona para el 
ejercicio del cargo público: 
 
“6. De autos se advierte que la ficha personal requerida contiene tanto 
información de carácter privado como información de carácter público. En 
efecto, mientras que la información de carácter privado se refiere a datos de 
individualización y contacto del sujeto a quien pertenece la ficha personal; la 
información de carácter público contenida en el referido documento abarca 
datos que fueron relevantes para contratarla, tales como el área o sección en la 
que la persona ha desempeñado funciones en la Administración Pública; la 
modalidad contractual a través de la cual se le ha contratado; así como los 
estudios, especializaciones y capacitaciones realizadas. 
7. No solamente no existe razón para limitar la entrega de información referida 
a las cualificaciones relevantes que fueron decisivas para la contratación de un 
empleado en la Administración Pública, sino que, hacerlo, desincentivar la 
participación ciudadana en la fiscalización de la idoneidad del personal que 
ingresa a ella. 
8. Al respecto, no puede soslayarse que la ciudadanía tiene interés en contar 
con personal cualificado en la Administración Pública, por lo que impedirle el 
acceso a información relativa a las cualidades profesionales que justificaron la 
contratación del personal que ha ingresado a laborar en dicha Administración 
Pública, no tiene sentido. En todo caso, la sola existencia de información de 
carácter privado dentro de un documento donde también existe información de 
carácter público no justifica de ninguna manera negar, a rajatabla, su difusión 
(subrayado agregado). 
 
Ahora bien, no solo tiene carácter público la información sobre recursos 
asignados a los servidores públicos, y que suponen erogaciones del Tesoro 
Público, o sobre los requisitos y condiciones que requieren los servidores 
públicos para acceder a un cargo público, sino esencialmente la información 



7 

sobre el cumplimiento de sus obligaciones, su desempeño laboral, y sobre la 
responsabilidad que asuman como consecuencia del ejercicio de sus 
funciones6.  
 
Y es que, como ha sostenido, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 8 de 
la sentencia recaída en el Expediente N° 02814-2008-PHD el principio de 
responsabilidad de los funcionarios públicos viene asociada indefectiblemente 
al principio de publicidad, pues solo en la medida que la ciudadanía tenga 
acceso a información sobre el desempeño de los servidores públicos podrá 
efectuarse una adecuada fiscalización sobre su labor:  
 
“Uno de los elementos esenciales del Estado Social y Democrático de Derecho 
es la responsabilidad de los funcionarios. Ello implica una capacidad 
fiscalizadora importante por parte de la población a fin de controlar a los 
funcionarios y servidores públicos, idea central o nuclear del sistema 
democrático. Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada 
entonces con el principio de publicidad, en virtud del cual toda la información 
producida por el Estado es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o 
exige necesariamente la posibilidad de acceder efectivamente a la 
documentación del Estado. Como ya se dijo en la STC 04912-2008-HD/TC, el 
tener acceso a los datos relativos al manejo de “la res pública resulta esencial 
para que exista una opinión pública verdaderamente libre que pueda fiscalizar 
adecuadamente la conducta de los gobernantes” (fundamento 3)” (subrayado 
agregado). 
 
En síntesis, la información sobre la relación laboral que establecen las 
entidades estatales con los servidores y funcionarios públicos no resulta, por el 
solo hecho de su carácter laboral, una información de carácter confidencial o 
relativa a la intimidad de dichos servidores y funcionarios, sino que, en la 
medida que permite fiscalizar adecuadamente el uso de los recursos públicos 
en los distintos beneficios que éstos reciben, sus capacidades e idoneidad para 
el ejercicio del cargo público, así como el cumplimiento de sus funciones y 
obligaciones, y las responsabilidades que asumen en función a ello, dicha 
información alcanza una connotación claramente pública, que la ley y la 
jurisprudencia han reconocido, conforme se ha podido apreciar en los párrafos 
precedentes.  
 
Es bajo este marco jurídico que la información sobre el registro de ingreso y 
salida de los servidores públicos también ostenta naturaleza pública, en la 
medida que permite, como ya lo ha sostenido esta instancia en diversas 
ocasiones: i) el control sobre el adecuado uso de los recursos públicos que van 
destinados al pago de las remuneraciones de dichos servidores, y ii) la 
fiscalización sobre el cumplimiento de sus obligaciones de asistencia, 
puntualidad y permanencia, que puede acarrear incluso el inicio de 
procedimientos administrativos disciplinarios. 
 
Con relación al control sobre el uso de recursos públicos que permite el acceso 
a la información sobre el registro de ingreso y salida de servidores públicos, es 
preciso destacar que conforme al artículo 32 de la Ley del Servicio Civil:  
 

 
6  Cierto es que en el caso de la información sobre los procedimientos administrativos sancionadores, la publicidad se 

alcanza, conforme al numeral 3 del artículo 17 de la Ley de Transparencia,  cuando la resolución que pone fin al 
procedimiento queda consentida o cuando transcurren más de seis (6) meses desde que se inició el procedimiento 
administrativo sancionador, sin que se haya dictado resolución final. 
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“La compensación económica del puesto se financia con recursos ordinarios, 
recursos directamente recaudados o ambos, de acuerdo a las partidas 
presupuestales correspondientes programadas para cada entidad. En ningún 
caso se puede utilizar financiamiento proveniente de partidas presupuestales 
diferentes a las programadas. 
El pago de dicha compensación solo corresponde como contraprestación por el 
trabajo efectivamente realizado, quedando prohibido el pago de 
compensaciones por días no laborados (…)” (subrayado agregado). 
 
En dicha línea, es que el artículo 91 del mismo cuerpo normativo ha 
establecido que en el caso de las tardanzas e inasistencias de los servidores 
públicos corresponde la aplicación de los descuentos respectivos, sin perjuicio 
de la imposición de las sanciones que correspondan. 
 
Bajo esa óptica, el artículo 129 del Reglamento General de la Ley del Servicio 
Civil, aprobado por Decreto Supremo N° 040-2014-PCM establece que todas 
las entidades públicas están obligadas a contar con un Reglamento Interno de 
los Servidores Civiles, en el cual deben señalarse los derechos y obligaciones 
del servidor civil y la entidad pública, así como las sanciones en caso de 
incumplimiento, debiendo incluirse en dicho Reglamento, como mínimo, entre 
otras, normas sobre el control de asistencia del servicio civil. En ese contexto, 
el artículo 130 del Reglamento General de la Ley del Servicio Civil dispone que 
todas las entidades públicas están obligadas a contar con un registro 
permanente de control de asistencia, en el que los servidores civiles consignan 
de manera personal el ingreso y salida dentro del horario establecido. 
 
Por otro lado, el artículo 2 del Decreto Supremo N° 028-2007-PCM, por el cual 
se Dictan disposiciones a fin de promover la puntualidad como práctica habitual 
en todas las entidades de la Administración Pública, prescribe que “Todos los 
funcionarios públicos, empleados de confianza y servidores públicos, sin 
excepción, están obligados a iniciar sus actividades laborales en la hora fijada 
como inicio de la jornada de trabajo establecida”, a lo que el artículo 4 de dicha 
norma agrega que “La infracción a las normas internas relativas a la 
puntualidad conlleva la imposición de sanciones administrativas, conforme a 
ley” (subrayado agregado). 
 

Pero no solo ello, sino que el conocimiento del registro de ingreso y salida 
puede revelar la presencia de servidores públicos que tienen continuas 
inasistencias y tardanzas, lo cual redunde en un deficiente servicio brindado a 
la ciudadanía, lo que puede resultar especialmente perjudicial en el caso de 
docentes, médicos u otros servidores que prestan servicios de manera directa 
a las personas.  
 
Por lo demás, el acceso al registro de asistencia puede revelar situaciones 
mucho más graves como el de los “empleados fantasmas”, los cuales perciben 
remuneraciones por parte del Estado, pero no laboran efectivamente en dicha 
dependencia pública, y cuyos casos son reiteradamente expuestos en diversos 
medios7, frente a lo cual la publicidad del registro de asistencia resulta esencial 
como medio que puede permitir develar dicha práctica que afecta severamente 
a la integridad de la función pública.  

 
7 Como puede verse en los siguientes enlaces electrónicos: https://idehpucp.pucp.edu.pe/wp-

content/uploads/2012/07/comentario2.pdf, https://exitosanoticias.pe/v1/municipio-habria-contratado-a-dos-
trabajadores-fantasmas/, https://andina.pe/agencia/noticia-trabajadores-fantasmas-generan-perdidas-casi-s-1-
millon-santa-anita-747422.aspx, https://elcomercio.pe/signwall/?outputType=signwall&signwallHard=1. Visita 
realizada el 17 de mayo de 2022.  
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Por las consideraciones expuestas, esta instancia concluye que la información 
sobre el registro de ingreso y salida de servidores públicos, sea físico o 
electrónico, tiene carácter público, y corresponde su entrega al recurrente en el 
modo requerida por éste. 
 
Por lo demás, cabe indicar que en caso la documentación solicitada contenga 
datos personales de individualización y contacto de personas naturales, los 
mismos deben ser tachados, de conformidad con el numeral 5 del artículo 178 y 
el artículo 199 de la Ley de Transparencia. 
 
Por lo antes mencionado, corresponde declarar fundado el recurso de 
apelación y disponer que la entidad entregue la información requerida conforme 
a los fundamentos antes expuestos, previo pago del costo de reproducción de 
ser el caso.  
 

Finalmente, en virtud de lo previsto por el artículo 35 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a 
cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido 
sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a 
las normas de transparencia y acceso a la información pública. 
 
Asimismo, el artículo 4 de la Ley de Transparencia, señala que todas las entidades de 
la Administración Pública quedan obligadas a cumplir lo estipulado en la presente 
norma y que los funcionarios o servidores públicos que incumplieran con las 
disposiciones a que se refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta 
grave, pudiendo ser incluso denunciados penalmente por la comisión de delito de 
abuso de autoridad a que hace referencia el artículo 376 del Código Penal.  
 
Además, el artículo 368 del Código Penal establece que el que desobedece o resiste 
la orden legalmente impartida por un funcionario público en el ejercicio de sus 
atribuciones, salvo que se trate de la propia detención, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del 
Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 
de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses:  
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por WILLIAM 
DAVID VALENCIA CAHUANA; en consecuencia, ORDENAR a la MUNICIPALIDAD 
PROVINCIAL DE ICA que entregue al recurrente la información solicitada, conforme a 
los argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente resolución, bajo 
apercibimiento de que la Secretaría Técnica de esta instancia, conforme a sus 
competencias, remita copia de los actuados al Ministerio Público en caso se reporte su 

 
8     “Artículo 17.- Excepciones al ejercicio del derecho: Información confidencial 

El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de lo siguiente: 
(…) 5. La información referida a los datos personales cuya publicidad constituya una invasión de la intimidad 
personal y familiar. La información referida a la salud personal, se considera comprendida dentro de la intimidad 
personal. En este caso, sólo el juez puede ordenar la publicación sin perjuicio de lo establecido en el inciso 5 del 
artículo 2 de la Constitución Política del Estado”. 

9   “Artículo 19.- Información parcial 
      En caso de que un documento contenga, en forma parcial, información que, conforme a los artículos 15, 16 y 17 de 

esta Ley, no sea de acceso público, la entidad de la Administración Pública deberá permitir el acceso a la 
información disponible del documento”. 
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incumplimiento, en atención a lo dispuesto por los artículos 368 y 376 del Código 
Penal. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE ICA que, en un 
plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite a esta instancia el cumplimiento de la 
presente resolución. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado mediante el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a WILLIAM 
DAVID VALENCIA CAHUANA y a la MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE ICA de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la norma antes indicada. 
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal 
Institucional (www.minjus.gob.pe). 
 
 
 
 
 
 

 
VANESSA LUYO CRUZADO 

Vocal Presidenta 
 

 
 

 
 
 
 
 

 
JOHAN LEÓN FLORIÁN   VANESA VERA MUENTE 

     Vocal           Vocal 
vp: fjlf/jmr 

 
 

 
 
 

 


